REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL

[image: image1.png]



CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

Bogotá D.C., trece (13) de junio de dos mil once (2011)

Magistrada Ponente: Dra. JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
Radicado  No. 050011102000200600207-01 (3127-10)
Aprobado Según Acta de Sala No.  58
ASUNTO A TRATAR

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia del 31 de enero de 2011, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, con ponencia del Magistrado Leovigildo Suárez Céspedes
, mediante la cual se sancionó con exclusión en el ejercicio de la profesión a la abogada MARGARITA MARÍA COCK RESTREPO,  tras hallarla responsable de la falta descrita en el artículo 54 numeral 4° del Decreto 196 de 1972.

ANTECEDENTES Y ACTUACIÓN PROCESAL 

1. La señora MARTHA RESTREPO GIL presentó queja contra la abogada MARGARITA MARÍA COCK  RESTREPO, al haber suscrito con ella contrato de promesa de compraventa, entregándole la suma de SESENTA MILLONES DE PESOS ($60.000.000) a la investigada quien fungía como mandataria de los señores Ana Marcela Jaramillo Monsalve y Pedro Ángel Rua, propietarios de un inmueble en remate.  La quejosa y la profesional del Derecho celebraron la promesa de compraventa el 15 de septiembre de 2005, y a través de este documento se comprometió la querellante a pagar la suma de SESENTA MILLONES DE PESOS ($60.000.000) como precio del inmueble, pagando $15.000.000 a la suscripción de esta y los restantes $45.000.000 se pagarían hasta el  4 de noviembre de 2005, fecha en que se firmaría la escritura pública de compraventa.

 La quejosa sufragó parte del saldo que adeudaba con cheques posfechados, haciéndose efectivo el pago del último de estos el 1 de diciembre del 2005, razón por la cual de acuerdo a lo manifestado por la profesional del derecho, los propietarios del inmueble decidieron enajenarle el bien a la señora Zoila Cecilia Velásquez Arias, a  través de Escritura Pública  2639 de la Notaría 21 del Círculo de Medellín. Como consecuencia del incumplimiento del contrato de Promesa se acordó entre la togada y la denunciante el pago de CINCUENTA Y TRES MILLONES  QUINIENTOS CUARENTA Y CINCO MIL PESOS ($53.545.000), teniendo en cuenta que se había efectuado la devolución de $6.555.100.  (Visible a folio 3 c.o).

En la queja la señora RESTREPO GIL manifestó que cuando le reclamó la devolución del dinero pagado como precio del inmueble, la togada manifestó que se lo había gastado y que lo pagaría “de a poquito”. (Folio 1 c.o.)

2. El a-quo avocó conocimiento mediante auto de 18 de abril de 2006, ordenando la apertura de investigación previa, para lo cual dispuso notificar a la profesional del derecho, así como escucharla en versión libre y acreditar la calidad de abogada de la misma.

3. A través de oficio 1893 de 16 de mayo de 2006, la Unidad de Registro Nacional de Abogados y Auxiliares de la Justicia certificó que la querellada se encuentra inscrita como abogada, identificada con la cédula de ciudadanía No. 42.963.452 y la tarjeta profesional No. 29. 863, la cual a esa fecha se encontraba vigente.  (Folio 14 c.o.)

4. Con constancia de 18 de abril de 2006 se refrendó que no se pudo ubicar a la disciplinada para rendir versión libre.

5. La Sala de instancia decretó la apertura del proceso disciplinario en contra de la doctora MARGARITA MARIA COCK RESTREPO, ordenando su notificación y la del Ministerio Público, a través de auto de 8 de marzo de 2007. Del mismo modo la Secretaría Judicial de esta Superioridad mediante certificado 23822 de 19 de junio de 2007 aseguró que la profesional del derecho no registra antecedentes disciplinarios. (Folios 16 al 22, y 27  c.o.)

6. Se enviaron las citaciones para notificar personalmente a la togada, siendo imposible ubicarla para llevar a cabo la diligencia, por lo cual se  le emplazó con edicto fijado el 3 de octubre de 2007 y desfijado el 18 de octubre de la misma anualidad. (Folios 23 al 25 y 29 c.o.)

7. Ante la no comparecencia de la investigada, le fueron nombrados varios defensores de oficio, los cuales no se presentaron a la Colegiatura de instancia para asumir la defensa de la querellada, por lo cual le fue designado el doctor LUIS HERNÁN RODRÍGUEZ ORTÍZ, quien sí acudió al Seccional de instancia presentando memorial el día 3 de agosto de 2009, en el cual solicitó al Magistrado a-quo oficiar a la Oficina de Registro e Instrumentos Públicos de Medellín para conocer si los señores PEDRO ÁNGEL JARAMILLO RUA y ANA MARCELA JARAMILLO MONSALVE aparecían como propietarios de algún inmueble; además pidió escuchar los testimonios de estos últimos e interrogar a la quejosa. En el mismo escrito, la defensa de oficio de la letrada invocó las excepciones de prescripción y caducidad de la acción disicplinaria. (Folios 97 al 99 c.o.)

8. El Seccional a quo decretó las pruebas solicitadas por el defensor de la investigada en auto de 9 de diciembre de 2009. La quejosa rindió interrogatorio el 8 de junio de 2010, en el cual  estuvo presente el abogado de oficio de la investigada. La querellante manifestó que contactó a la abogada porque ella se estaba encargando de todas las diligencias de una casa que estaba en remate y se encontraba facultada para cerrar el negocio. En cuanto al dinero que le entregó a la togada, expresó que le dio $ 60.000.000 en un almuerzo, para que la doctora COCK realizara los tramites de desembargo y pagara los demás gastos judiciales, y al ver que la querellada se estaba demorando mas de lo normal, fue al Juzgado a averiguar y allá le dijeron que la abogada no se había acercado a ese Despacho a realizar ninguna de las gestiones. Ante esta situación trató de comunicarse con la abogada, con quien después de muchos intentos se encontró en una notaría, donde esta le aseguró que se había gastado el dinero, porque su esposo le había dicho que lo repondrían con los honorarios de otro negocio. En razón de su incumplimiento, la togada le firmó 33 letras que iría pagando mes a mes. Prosiguió la querellante manifestando que después de unos tres meses en que la doctora COCK no le pagaba, la citó a la Fiscalía donde ella le solicitó que la esperaran un poco. Seguidamente el abogado de oficio de la investigada le preguntó acerca del monto que le devolvieron al disolver el contrato, a lo que la señora RESTREPO GIL expresó que la togada le había dado $ 12.000.000 a su yerno Víctor Gómez. Al finalizar, aseguró la quejosa que no ha cobrado judicialmente las letras que le firmó la profesional del Derecho porque desconoce su paradero. (Folios 115 a 117 c.o.)

9. Con auto de 5 noviembre de 2010, el Seccional de instancia decretó la terminación de la etapa probatoria y dispuso correr traslado por 10 días al Ministerio Público dando aplicación al artículo 79 del Decreto 196 de 1971. El Procurador 129 Judicial II Penal solicitó a la Magistratura de Instancia sancionar a la togada por la comisión de la falta descrita en el artículo 54 numeral 4° del Decreto 196 de 1971, teniendo en cuenta que a su juicio se encuentra probada su ocurrencia con los documentos allegados al proceso, en los cuales queda claro que la investigada utilizó en provecho propio los dineros recibidos por el mandato que le fue conferido para enajenar el bien inmueble. Esto aunado que la letrada no ha comparecido al proceso para ejercer su propia defensa. (Folios 135 y 138 al 141).

10.  Una vez vencido el traslado para presentar alegatos de conclusión al Ministerio Público, se le concedió la oportunidad procesal al defensor de oficio, el cual  expresó que de las pruebas evacuadas quedaba debidamente probado que hubo una conversión del negocio jurídico, al momento de la suscripción de las letras a favor de la querellante, lo que es a toda luz un contrato lícito equivalente a un préstamo dinerario, siendo la queja una revancha por el  no pago de las mismas. Así mismo solicitó se  decretara la prescripción por cuanto los hechos acaecieron el 16 de diciembre de 2005 y el poder conferido es de fecha de 15 de septiembre del mismo año, con lo cual según él ya habrán trascurrido los 5 años que establece la norma para la operancia de la prescripción al momento de proferir sentencia.

DE LA SENTENCIA APELADA
Mediante proveído de 31 de enero de 2011, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, sancionó con EXCLUSIÓN de la profesión a la abogada MARGARITA MARÍA COCK RESTREPO, tras hallarla responsable de la falta descrita en el artículo 54 numeral 4 del Decreto 196 de 1972.

La prescripción invocada por el defensor de oficio fue desechada por la Sala de Instancia habida cuenta que la falta cometida es una de aquellas que reviste el carácter de permanente, y mientras no se verifique la devolución del dinero utilizado no se empieza a contabilizar el término prescriptivo de 5 años.

Consideró el Seccional que la prueba de compromiso allegada al proceso es diáfana y contundente, y demuestra la comisión de la falta contra la honradez por parte de la togada, por cuanto si no hubiera utilizado en provecho propio el dinero recibido por la promesa de compraventa, no se hubiera comprometido a pagar a través de letras de cambio la suma retenida. En el mismo sentido consideró la Sala de Instancia que en materia probatoria la investigada jamás desvirtuó las afirmaciones de la querellante, teniendo en cuenta que no compareció al proceso.

La falta endilgada se cometió a titulo de dolo, por cuanto la profesional del Derecho sabía que el dinero no le pertenecía, aún así lo utilizó en provecho propio, observándose que hasta la fecha no lo ha devuelto. Así mismo, expresó el a-quo que la calidad de abogado le debe generar al cliente un alto grado de confianza, sin tener que acudir a otro tipo de formulas de aseguramiento para poder confiarle una gestión. Máxime cuando la conducta desplegada por la abogada no solo desprestigia su labor, sino que acrecienta el pensamiento generalizado en la que se reprocha la labor de los letrados, lo cual hace mas gravosa la falta. Aunado a esto consideró que a pesar que la togada no cuenta con antecedentes disciplinarios, el perjuicio patrimonial causado a la señora MARTHA RESTREPO GIL, la hace merecedora de la sanción de EXCLUSIÓN EN EL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN. (Folios 154 al 172 c.o.)
DE LA APELACIÓN 

El defensor de oficio de la querellada recurrió la decisión considerando que existían hechos concretos que demostraban que lo existente era un contrato lícito, tendiente a prestar dinero y garantizar dicho negocio a través de letras de cambio. Por esto se debía aplicar la duda en favor de la disciplinada. Continuó aseverando  “…el dinero fue prestado por la denunciante, no cabe duda de que así fue y al no encontrar la  apoderada y no ejercer la acción respectiva oportunamente, y al ir a denunciarla en la fiscalía correspondiente como dice o hace entender la quejosa y allí como no encontraron ningún delito, le aconsejaron la denuncia.  De verdad que la denuncia se hizo acomodadamente porque la verdad fue parcializada en tal forma que no quedara duda que la plata se la había apoderado cuando la realidad muestra otra cosa, propiamente un préstamo del dinero y pago porque hace saber al despacho en su interrogatorio que le dieron doce millones de pesos a su yerno en efectivo y que el era el dueño de la plata y no ella, la quejosa”.

Por otro lado exhortó a esta Colegiatura a revisar la prescripción, al manifestar que en la falta ha operado esta figura jurídica, al haber ocurrido los hechos el 15 de septiembre de 2005 fecha en que le fue otorgado el poder a la investigada para enajenar el inmueble, y el 16 de diciembre de la misma anualidad,  fecha en que se  suscribió el compromiso de pago a favor de la denunciante. (Folios 178 a 184 c.o.)
CONSIDERACIONES
1.- Competencia

La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, es competente para conocer y decidir el recurso de apelación presentado contra la sentencia de fecha 31 de enero de 2011, de conformidad con los artículos 256 numeral 3º de la Constitución Política y 112 numeral 4º de la Ley 270 de 1996, en armonía con el parágrafo 1º de la última norma citada.

2.- De la apelación

Procede la Sala a pronunciarse únicamente sobre los motivos de discrepancia planteados en la impugnación y a lo inescindiblemente ligado a ello, en  atención a lo dispuesto en el artículo 179 del C. de P. P. -Ley 906 de 2004-, aplicable a los procesos disciplinarios seguidos contra abogados, por remisión expresa del artículo 90 del Decreto 196 de 1971.

3.- De la Prescripción

Antes de efectuar un análisis de fondo, resulta necesario para esta Corporación estudiar la posible operancia de la prescripción en el sub examine.

La falta por la cual se sancionó en primera instancia a la abogada COCK RESTREPO es la contenida en el artículo 54 numeral 4° del Decreto 196 de 1971, así vemos:

“Constituyen faltas a la honradez del abogado:
…
4.- Utilizar tales dineros, bienes o documentos en provecho propio o de un tercero”. 
En reiteradas oportunidades ha manifestado esta Sala que el verbo rector utilizar constituye una de aquellas conductas de carácter permanente, la cual continua materializando sus efectos antijurídicos hasta que no verificarse la devolución del dinero, bien o documento, lo que es claramente el factor determinante para saber desde que momento comienza a contabilizarse el termino prescriptivo.  

Encuentra esta Superioridad que en el caso traído en autos la comisión de la conducta acaeció en el mes de diciembre de 2005, y que a la fecha no obra en el expediente prueba de la devolución del dinero, por lo cual conducta sigue ejecutándose. 

De lo anterior se colige que la falta no se encuentra prescrita, tal como lo manifestó  la Colegiatura de instancia.
4.- Existencia objetiva de la conducta y adecuación típica. 
Revisada la actuación se tiene, que a la profesional del Derecho investigada se le sancionó en primera instancia al utilizar dineros que recibió por cuenta de un mandato conferido por terceros, que pretendían transferir el dominio de un inmueble.

Del mismo modo, tal como se hizo en el estudio de la prescripción, es necesario traer a colación el artículo 54 numeral 4° del Decreto 196 de 1971 que describe la falta imputada a la abogada investigada. Esta señala lo siguiente: 

“Constituyen faltas a la honradez del abogado:
…
4.- Utilizar tales dineros, bienes o documentos en provecho propio o de un tercero”. 
En el sub lite se observa que a la doctora MARGARITA MARÍA COCK RESTREPO, se le sancionó en primera instancia por cuanto utilizó sin justificación alguna dineros que recibió por cuenta de una gestión encomendada por los señores Ana Marcela Jaramillo Monsalve y Pedro Ángel Rúa, mediante la cual buscaban vender un inmueble de su propiedad. En este negocio jurídico actuó la quejosa, MARTHA RESTREPO GIL quien en calidad de promitente compradora del referido predio, le entregó a la togada la suma de SESENTA MILLONES PESOS ($60.000.000) como precio del inmueble, pero como quiera que el contrato prometido no se celebró la disciplinable estaba en la obligación de regresar el dinero entregado a la querellante, compromiso que no respeto, pues no devolvió el dinero, sino que lo retuvo y cuando la denunciante se lo reclamó, le informó que se lo había gastado, asegurándole que se lo pagaría poco a poco porque no lo tenía en ese momento. Resulta importante añadir, que de acuerdo al acervo probatorio allegado, tal y como se analizó al estudiar lo relacionado con la prescripción, a la fecha no se ha verificado la devolución del dinero por parte de la inculpada.

Por lo anterior, una vez realizado un riguroso análisis de las pruebas allegadas, el fallador de primer grado resolvió endilgarle responsabilidad a la investigada por su incursión en la falta disciplinaria contenida en el numeral 4 del artículo 54 ejusdem, decisión ajustada a la realidad probatoria del disciplinario, pues en el mismo, además del dicho de la quejosa, obran los documentos notariales en los cuales se puede confirmar que la togada realizó tanto la promesa de compraventa, como el acuerdo de pago con la denunciante, documentos de los cuales se puede inferir con toda claridad, que la disciplinable reconoció haber utilizado el dinero que le fuera entregado por la señora MARTHA RESTREPO GIL. 

Reconocimiento que además quedó ratificado con las letras que la investigada firmó en favor de la quejosa a fin de garantizar el pago del dinero que recibió por la compra del inmueble y que luego utilizó en su favor (fls. 5 a 9 y 121 a 129 c. 1ª. Instancia).

Ahora bien los anteriores elementos de convicción allegados al plenario son suficientes para que esta Superioridad confirme en su integridad la sentencia apelada, principalmente porque la investigada no controvirtió la afirmaciones y por las pruebas arrimadas por la quejosa. En consecuencia, del dossier probatorio se puede asegurar que la abogada faltó al deber de “obrar con absoluta lealtad y honradez en sus relaciones con los clientes”
, pues si bien el dinero no pertenecía a sus mandantes, el poder conferido por ellos no la facultaba para utilizar en provecho propio la cantidad monetaria que le fue entregada por la denunciante. Del mismo modo, con esta actitud torticera pudo afectar el buen nombre de sus poderdantes.

En suma, se advierte en el plenario que de las pruebas adecuadamente analizadas, se tiene plenamente demostrada la responsabilidad de la disciplinada, vale decir, que al no entregar el dinero recibido de la promitente compradora, actuó con pleno conocimiento de la irregularidad de su conducta, mas no obstante dirigió su volición hacia ella, sin avizorarse ningún fenómeno psicológico o exógeno que compeliera su voluntad, por tanto, es preciso por esta Colegiatura confirmar la decisión proferida por el a-quo.

Es preciso advertir además, que atinó el Seccional de instancia al continuar la investigación con el procedimiento establecido en el Decreto 196 de 1971, pues de conformidad con el artículo 111 de la Ley 1123 de 2007, al haberse decretado la apertura de investigación el 8 de marzo de 2007, antes de la entrada en vigencia la Ley en cita, debía continuarse con el tramite señalado en el mencionado Decreto. 

5.- Antijuridicidad
Verificada como está desde el punto de vista objetivo la infracción al deber imputado a la profesional del derecho investigado, compete a la Sala determinar sí del caudal probatorio analizado en precedencia surge causal alguna que justifique su conducta, o si por el contrario, en ausencia de ésta, la utilización por ella desplegada en el sub judice, impone confirmar la sanción disciplinaria de EXCLUSIÓN en el ejercicio de la profesión.
Valorados los medios de convicción, no obra causal excluyente de responsabilidad que justifique el comportamiento antijurídico de la aquejada, pues su conducta se realizó con total desinterés por el ordenamiento disciplinario, sin que existan argumentos contrarios o justificantes de la sanción impuesta por el fallador de primer grado.   

6.-  Culpabilidad

Respecto a la culpabilidad, debe decirse que la falta a la honradez profesional es un comportamiento por naturaleza doloso, por cuanto se incurre en ella con el conocimiento del carácter reprochable de su actuar con intención de lesionar el patrimonio, la confianza y la honradez.
Ahora, es evidente que dada su condición de abogada y por su experiencia profesional, era plenamente conocedora que al utilizar el dinero producto de la gestión para la cual fue contratada, esto conllevaba a la realización de un comportamiento contrario al deber de actuar con absoluta honradez en el ejercicio de la profesión, pues resulta inexplicable que habiendo recibido los dineros de la quejosa, no se los haya devuelto a sabiendas que no celebrarían el contrato de compraventa que le fue encomendado.

En el señalado orden de ideas, al no existir prueba demostrativa que justifique el actuar reprochable de la togada investigada y ante la ausencia de causales de exclusión de responsabilidad disciplinaria, la Sala confirmará la sentencia sancionatoria, por encontrar reunidos los presupuestos exigidos por el artículo 9º del Código Penal en concordancia con la Ley 1123 de 2007 en su artículo 97.

7.- Dosimetría de la sanción a imponer 
Al tenor de lo previsto en el artículo 61 del Decreto 196 de 1971, hoy artículo 13 de la Ley 1123 de 2007, para la graduación de la sanción se requiere tener en cuenta los límites y parámetros allí señalados, los cuales deben responder los principios de razonabilidad, necesidad y proporcionalidad.
Así las cosas, para la falta endilgada a la investigada consagra el artículo 54 numeral 4º del citado Estatuto Deontológico tres tipos de sanción, siendo la más leve la censura, de menor gravedad la suspensión y la máxima aplicable la de exclusión.
Ahora, teniendo en cuenta la modalidad y gravedad de la conducta disciplinariamente reprochable cometida por el doctora MARGARITA MARÍA COCK RESTREPO, a quien se le exigía un actuar absolutamente honrado al tener conocimiento que no se celebraría el contrato de compraventa, la sanción de EXCLUSIÓN del ejercicio de la profesión de abogada, cumple con los criterios legales y constitucionales exigidos para tal efecto, pues como profesional del derecho estaba obligada a devolver el dinero entregado por la quejosa para adquirir el inmueble que estaba en venta. 
Del mismo modo, en el sub lite, la sanción impuesta a la disciplinada, cumple con el principio de proporcionalidad en la medida que corresponde a la gravedad de la misma, puesto que en el plenario se encuentra probado que la togada se apropió y utilizó el dinero que le fue entregado por su calidad de mandataria para enajenar un inmueble. Es importante señalar que el monto retenido por la abogada ascendió a la suma $48.000.000, la cual le fue le entregada para adquirir una vivienda, que de acuerdo a nuestra Constitución cumple una función social. 

El principio de necesidad se encuentra sustentado por la gravedad de la conducta, que para la Sala esta probada con toda claridad, lo cual hace ineludible la imposición de una sanción ejemplarizante, al afectar el patrimonio de una persona que con esfuerzo intentó hacerse propietaria de un inmueble.
Finalmente, se cumple también con el principio de razonabilidad entendido como la idoneidad o adecuación al fin de la pena, que justifica la sanción disciplinaria impuesta a la profesional del Derecho, pues acorde con lo expresado por la Corte Constitucional en la sentencia C-530 del 11 de noviembre de 1993
 “(…) La razonabilidad hace relación a que un juicio, raciocinio o idea esté conforme con la prudencia, la justicia o la equidad que rigen para el caso concreto. Es decir, cuando se justifica una acción o expresión de una idea, juicio o raciocinio por su conveniencia o necesidad”.
Por lo anterior, la Sala confirmará la providencia apelada acorde con la parte motiva del presente proveído pues la conducta en que incurrió la togada comporta violación al utilizar dineros recibidos por cuenta de un contrato de compraventa que nunca se celebró, incurriendo en falta contra la honradez del abogado. En consecuencia,  a la luz de los artículos 60 y 61 del Decreto 196 de 1971, la sanción impuesta cumple con los parámetros legales, dada la gravedad, modalidad y circunstancias de la falta.
En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia apelada, mediante la cual se sancionó con exclusión en el ejercicio de la profesión al abogada MARGARITA MARÍA COCK RESTREPO, por encontrarla responsable de la falta descrita en el numeral 4º del artículo 54 del Decreto 196 de 1971, de conformidad con lo expuesto en el cuerpo de este proveído.

SEGUNDO: ANÓTESE la sanción en el Registro Nacional de Abogados, fecha a partir de la cual la sanción empezará a regir, para cuyo efecto se comunicará lo aquí resuelto a la Oficina encargada de dicho registro, enviándole copia de esta sentencia con constancia de su ejecutoria. 

TERCERO: REMÍTASE el expediente a la Colegiatura de instancia.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

HENRY VILLARRAGA OLIVEROS        JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO

PRESIDENTE
                           VICEPRESIDENTE

JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ         ANGELINO LIZCANO RIVERA 

                  MAGISTRADA                                         MAGISTRADO

MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA       JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ 

MAGISTRADA
                                         MAGISTRADO

PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO 

MAGISTRADO

YIRA LUCIA OLARTE ÁVILA

SECRETARIA JUDICIAL

� Conformó Sala el Magistrado Luís Edmundo Rivas Argote.


� Art. 47 numeral 4 del Decreto 196 de 1971.





